VOTO CONCURRENTE

AMPARO DIRECTO 5/2012


VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA EN RELACIÓN CON EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 5/2012.

1. En sesión de seis de febrero de dos mil trece, la Primera Sala de la Suprema Corte resolvió por mayoría de tres votos el amparo directo 5/2012, promovido por ********** (de ahora en adelante el “quejoso”), en el sentido de concederle el amparo liso y llano, dejando insubsistente la sentencia reclamada y ordenando la emisión de otra en la que se le declarara como no penalmente responsable de los delitos que le fueron imputados. 
2. La razón fundamental para tal decisión consistió en que la representación social no aportó pruebas suficientes para acreditar la responsabilidad penal del quejoso en los delitos de portación de arma de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área y portación de arma de fuego sin licencia.
3. Si bien comparto la anterior determinación, me aparto de las consideraciones de la sentencia relacionadas con el análisis del principio de inmediatez y la adecuada “puesta a disposición sin demora” del quejoso. A mi juicio, existen ciertos datos adicionales que conllevan a una duda razonable en la validez de la presentación del quejoso ante la autoridad ministerial.
4. Para justificar mi postura, expondré en un primer momento los hechos y antecedentes procesales del asunto, para después explicar las principales consideraciones de la sentencia y las razones que me llevaron a separarme de los argumentos sobre la existencia o no de una retención ilegal del quejoso.

I. HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES
5.  El veintidós de julio de dos mil siete, aproximadamente a las tres horas, **********, en compañía de otros sujetos, circulaba a bordo de un vehículo **********, tipo taxi, sin placas de circulación, en las inmediaciones de la ranchería conocida como “**********”, en la carretera “**********”,  en el Estado de México.
6. Agentes de la policía ministerial del Estado, que se encontraban por tales vialidades haciendo un operativo a causa de la denuncia de secuestro en un taxi, observaron al automóvil y le requirieron que se detuviera; al haberse hecho caso omiso, se le ordenó nuevamente contuviera la marcha. Una vez que lo hizo, los policías manifestaron que supuestamente un par de sujetos salieron del vehículo realizando disparos de fuego y corriendo hacia la barranca, por lo cual se acercaron al coche y aseguraron a tres personas, entre ellas al ahora quejoso, quien presuntivamente era el conductor.
7. Posterior a ello, llevaron a cabo una revisión al interior de la unidad, donde se hallaron dos armas de fuego, una de ellas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área. En consecuencia, se remitió a los detenidos al Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Agencia Quinta Investigadora, con residencia en Toluca, Estado de México, quien radicó la averiguación previa por portación ilegal de armas con el número **********.
8. Transcurrido el trámite correspondiente, se consignó al ahora quejoso por los delitos mencionados. El Juez Cuarto de Distrito en Materia de Procesos Penales Federal en el Estado de México conoció de la causa penal, la registró con el número ********** y dictó sentencia condenatoria el veinte de junio de dos mil ocho. Se interpuso una apelación, la cual fue resuelta por el Segundo Tribunal Unitario del Segundo Circuito el dieciséis de octubre siguiente, confirmando el fallo impugnado. 
9. Inconforme, el quejoso interpuso una demanda de amparo el veinticuatro de mayo de dos mil once, en la cual se solicitó expresamente se ejerciera la facultad de atracción. El Ministro Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte tuvo noticias del asunto, hizo suya la petición del quejoso y por resolución de diecinueve de octubre de dos mil once, la Primera Sala de esta Suprema Corte determinó ejercer la atracción para conocer del juicio de amparo.
10. La materia del juicio de amparo se circunscribió a los siguientes puntos: a) interpretación del artículo 16 de la Constitución Federal, referente a los márgenes constitucionales de la detención, la procedencia de una detención “por actitud sospechosa” y los requisitos de la “puesta a disposición sin demora” ante autoridad ministerial; b) estudio de las formalidades esenciales del procedimiento; c) análisis de la obligación constitucional y legal referente a las “cadenas de custodia” de los indicios e instrumentos del delito, y d) revisión de la fundamentación y motivación del acto reclamado y de la acreditación de la responsabilidad penal.

II. CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA

11. De un análisis detallado de la ejecutoria, los distintos razonamientos para conceder el amparo se pueden clasificar en tres apartados. En el primero se abordó el tema de la detención del quejoso. Tras un estudio exhaustivo del derecho a la libertad personal y del concepto de flagrancia, se sostuvo que en el caso concreto la detención no se dio por una simple conjetura o “actitud sospechosa”, sino porque se actualizó la hipótesis normativa de flagrancia delictiva. En su momento, se aprehendió al quejoso en el interior de un vehículo en el que se encontraron armas de fuego de uso exclusivo del ejército. Además, se dijo que la intervención preventiva de las autoridades públicas a fin de proceder a la revisión del vehículo y sus tripulantes, estaba justificada por funciones de investigación policial derivadas de una denuncia de secuestro.

12. En el segundo apartado se señala que no existe una violación al principio de inmediatez en la puesta a disposición ante la autoridad ministerial previsto en el artículo 16 constitucional, ya que las cuatro horas con cincuenta minutos que pasaron desde la detención del quejoso hasta el acuerdo de inicio de la averiguación previa, fue el tiempo estrictamente necesario para trasladar al detenido de las inmediaciones de la carretera “**********” (a la altura de la ranchería conocida como “**********”, en el Estado de México) hasta la ciudad de Toluca, capital de dicha entidad federativa, circunscripción del agente del ministerio público competente.
13. Por último, en el tercer apartado de la sentencia, se argumentó que la autoridad responsable violó las reglas de valoración de pruebas previstas en el Código Federal de Procedimientos Penales, dado que del material probatorio que constaba en autos no se advertía evidencia alguna que comprobara que el quejoso tuvo conocimiento de la existencia de las arnas de fuego ni que acreditara la realización de algún acto concreto de disposición que permitiera a alguno o a todos los ocupantes del vehículo, entre ellos al quejoso, hacer uso del arma a su alcance.
14. Dicho en otras palabras, no se demostró que el quejoso hubiere tenido conocimiento de la existencia de las armas de fuego y, por ende, tampoco podía afirmarse que tuvo de manera inminente dentro de su radio de acción y disponibilidad tales objetos.
III. MOTIVOS DE DISENSO

15. Con base en lo dicho hasta este momento, y tal como se adelantó, comparto la conclusión del proyecto en cuanto a la falta de pruebas para acreditar la responsabilidad penal del quejoso y para considerar como válida la detención del mismo, pues hay evidencia suficiente que los elementos de policía que efectuaron la aprehensión tuvieron indicios objetivos, racionales y suficientes para limitar la libertad ambulatoria del quejoso y para posteriormente realizar su detención al percatarse de la supuesta posesión de armas de fuego de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área; sin embargo, quisiera hacer notar que existen datos adicionales que ponen en duda la legalidad de su puesta a disposición ante la autoridad ministerial, los cuales no fueron tomados en cuenta por la sentencia.

16. Como se mencionó, la detención del quejoso se hizo alrededor de las tres horas del veintidós de julio de dos mil doce, en las inmediaciones de la ranchería conocida como “**********”, en la carretera “**********”, en el Estado de México, y se le puso a disposición de un agente del ministerio público federal con residencia en Toluca aproximadamente a las siete horas con cincuenta minutos del mismo día.
17. El fallo justifica el transcurso de casi cinco horas en la distancia entre el lugar de la detención y la ciudad de Toluca; empero, pasa por alto ciertos factores que evidencian la ausencia de “motivos razonables” para justificar tal dilación: en primer lugar, el quejoso no fue llevado directamente a la agencia del ministerio público, sino que se le trasladó a otra instalación, cuyos datos no son del todo certeros. Este hecho deriva de la declaración del inculpado
 y, además, como hecho notorio, tiene sustento en lo resuelto por esta Primera Sala en el juicio de amparo 4/2012, fallado el diecisiete de octubre de dos mil doce. 
18. Tal amparo fue promovido por el ahora quejoso en contra de una diversa sentencia de apelación de seis de julio de dos mil nueve, dictada en el toca penal **********, en la cual se confirmó su responsabilidad penal por el delito de secuestro. Cuando se detuvo al quejoso el veintidós de julio de dos mil siete, se encontraba en trámite en la Agencia Central del Ministerio Público, Turno Primero en Toluca, Estado de México, una averiguación previa ********** por el delito de secuestro, iniciada por una denuncia de las presuntas víctimas el once de marzo de ese año. La cuestión importante es que al quejoso se le relacionó con tal averiguación previa (la cual derivó en un ejercicio de la acción penal y en resolución condenatoria) con motivo de ciertas fotografías que se le tomaron de manera posterior a la detallada detención y con fundamento en declaraciones en su contra derivadas de tales imágenes.
19. En la resolución del citado amparo directo 4/2012, la Primera Sala relató que en algún lugar previo a su puesta a disposición ante el ministerio público, al quejoso se le tomaron fotografías con cartulinas que contenían su nombre y la referencia al delito de secuestro y portación de armas, las cuales fueron utilizadas como pruebas en la referida averiguación previa seguida por secuestro. 
20. Si bien en la resolución de ese amparo directo no se dice en dónde ni cuándo se le fotografió, lo cierto es que tuvo que haber sido después de su detención el veintidós de julio de dos mil siete y antes de su presentación ministerial. Aunado a que las dichosas fotografías fueron puestas a la vista de las presuntas víctimas de secuestro el día veintitrés de julio, un día posterior a la ya referida detención. 
21. Así las cosas, a mi juicio, los hechos relatados implican que la puesta a disposición del ahora quejoso no fue de manera inmediata, como lo afirma la sentencia, pues la policía, en vez de llevarlo directamente al ministerio público, lo trasladó a otro lugar con la finalidad de fotografiarlo. La premisa sobre la que gira el proyecto de que el transcurso de cinco horas desde la detención del quejoso hasta su presentación ministerial obedeció únicamente a la distancia entre los mencionados lugares, cae por sí sola. Tan no fue inmediata, que los agentes de la policía tuvieron oportunidad de trasladarlo a otro lugar para tomarle ciertas fotografías. 

22. En esa tónica, el efecto de la resolución del citado juicio de amparo 4/2012 fue que las referidas imágenes se declararan como prueba ilícita, ya que las mismas fueron tomadas anteriormente a la presentación del quejoso ante el ministerio público y sin que se le respetaran sus garantías procesales. Así, se considera que el análisis de la detención del quejoso que se hizo en la sentencia de la que deriva este voto concurrente, debe ser acorde con los hechos expuestos en el fallo anterior de esta Suprema Corte.
23. Cabe destacar que si bien es cierto en la causa penal de la que deriva el presente juicio de amparo directo no obran constancias de las mencionadas fotografías y, por ende, el Segundo Tribunal Unitario del Segundo Circuito no pudo valorarlas al momento de calificar los agravios en la apelación, esta Primera Sala ya tuvo a la vista la mencionada averiguación previa seguida por secuestro y su correspondiente proceso penal, por lo que estimo que como hecho notorio
 debió haberse tomado en cuenta lo analizado y resuelto en la ejecutoria del amparo directo 4/2012 sobre los hechos ocurridos antes de la presentación ministerial del quejoso; máxime que en su declaración ministerial de veintitrés de julio, que si obra en el expediente, destacó que no fue puesto a disposición directamente a la agencia del ministerio público, sino que primero se le trasladó en patrullas de la policía municipal al centro de justicia de Villa Victoria, Estado de México.
24. Por todo lo hasta aquí dicho, toda vez que existió una indebida retención y a su vez no se acreditó la probable responsabilidad del quejoso en los delitos de portación de arma de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Área y portación de arma de fuego sin licencia, concuerdo con la conclusión de la sentencia consistente en que se le debe conceder al quejoso el amparo de forma lisa y llana y, en consecuencia, se deberá dejar insubsistente la sentencia reclamada y emitir otra en la que se resuelva su falta de responsabilidad por los delitos imputados.
MINISTRO

ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES

En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
� En su declaración ante el agente del ministerio público de veintitrés de julio de dos mil siete, el quejoso señaló, entre muchas otras cuestiones, que una vez que fue aprehendido por los de policía, se le trasladó en primer lugar al centro de justicia de Villa Victoria, para posteriormente llevarlo a la agencia del ministerio público (tal declaración consta en el expediente de la averiguación previa, en las hojas 62 a 75 del cuaderno del toca penal 29/2007-VII). Cabe mencionar que aunque en algunas ocasiones la autoridad requiere llevar a cabo ciertas acciones logísticas para presentar a una persona ante el ministerio público, el referido traslado a oficinas que no eran de la policía careció a mí entender de total justificación.


� Véase, como fundamento, la tesis de jurisprudencia 2ª./J. 27/98, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo VI, julio de 1997, página 117, de rubro y texto (negritas mías): “HECHO NOTORIO. LOS MINISTROS PUEDEN INVOCAR COMO TAL, LAS EJECUTORIAS EMITIDAS POR EL TRIBUNAL PLENO O POR LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. Como los Ministros de la Suprema Corte de Justicia integran tanto el Pleno como las Salas, al resolver los juicios que a cada órgano corresponda, pueden válidamente invocar, de oficio, como hechos notorios, en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, las resoluciones que emitan aquéllos, como medio probatorio para fundar la ejecutoria correspondiente, sin que resulte necesaria la certificación de la misma, bastando que se tenga a la vista dicha ejecutoria, pues se trata de una facultad que les otorga la ley y que pueden ejercitar para resolver una contienda judicial”.
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